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JUZGADO CATORCE PENAL MUNICIPAL CON FUNCIÓN DE CONTROL DE GARANTÍAS 

DE BUCARAMANGA 

 

Bucaramanga, cinco  (5) de enero de dos mil veintidós (2022) 

 

Decide el despacho, en primera instancia, la acción de tutela radicada bajo el 

No. 680014088014-2021-00159-00, instaurada por RAQUEL PRADA PIMIENTO 

actuando en nombre propio, en contra de Banco BBVA, habiéndose vinculado 

de oficio a DATACREDITO EXPERIAN, CIFIN- TRANSUNION y SUPERINTENDENCIA 

FINANCIERA. 

 

ANTECEDENTES 

 

La accionante expuso en el escrito de tutela los siguientes hechos: 

 

El 4 de diciembre de 2021 radicó derecho de petición ante el Banco BBVA, en el 

cual solicitó dar cumplimiento a la ley 1266 de 2008, toda vez que no fue 

notificada en debida forma por la entidad antes de reportarla a las centrales de 

riesgo, así como la entrega de documentos y títulos valores, obteniendo respuesta 

sin anexar los soportes solicitados pagare y autorizaciones.  

  

SUJETOS DE ESTA ACCIÓN 

 

Accionante: RAQUEL PRADA PIMIENTO identificado con la cédula de ciudadanía 

No. 37844997, email ralgomez69@hotmail.com  

 

Entidad Accionada: BANCO BBVA 

 

Entidades vinculadas: DATACREDITO EXPERIAN, CIFIN- TRANSUNION y 

SUPERINTENDENCIA FINANCIERA. 

 

FUNDAMENTOS DE LA ACCIÓN 

 

La accionante solicita el amparo de sus derechos fundamentales de petición y 

habeas data, los cuales, a su juicio, están siendo desconocidos por parte del 

Banco BBVA al no contestarle la petición elevada el 4 de diciembre de 2021 y 

mantener el reporte negativo ante las centrales de riesgo. 

 

Expresamente solicita se ordene al Banco BBVA que de manera inmediata 

conteste la petición elevada el 4 de diciembre de 2021, expidiendo además el 

pagare y autorizaciones previas al reporte, y como consecuencia de ello, eliminar 

el reporte negativo ante las centrales de riesgo.  

 

RESPUESTA DE LAS ENTIDADES ACCIONADA Y VINCULADAS 

 

BANCO BBVA: indico que el 22 de diciembre de 2021 le remitieron a la accionante 

los documentos contractuales (Colilla de aceptación y pagare), formulación de 

vinculación, suscrito por la accionante, mediante el cual se autoriza realizar  los 

reportes de información ante centrales, copias de los extractos de las 

obligaciones, en donde se evidencia la notificación previa exigida en el numeral 

12 de la Ley 1266 de 2008, de igual manera remitió copia de los soportes digitales 

del envío de los extractos al correo electrónico raprapi81@hotmail.com, el cual 

fue registrado por la accionante en el momento de la contratación del 
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productos, remitió la relación de pagos de las obligaciones, y argumentó la 

inviabilidad de eliminar el reporte negativo de la señora Raquel Prada. 

Adjunto copia de la respuesta y de los anexos del derecho de petición, 

señalando que emitieron contestación clara, completa y de fondo. 

 

Señaló que cumplieron a cabalidad con la notificación previa al reporte sobre el 

impago de las cuotas de las obligaciones, siendo que el reporte lo realizaron con 

base a la situación real de endeudamiento que presenta la accionante. 

 

Adujo que se evidencia una clara inconformidad por la respuesta negativa a 

eliminar el reporte ante las centrales de información, solicitando se denieguen las 

pretensiones. 

 

TRANSUNION-CIFIN, manifestó que la entidad  no hace parte de la relación 

contractual que existe entre la fuente y el titular de la información y según el 

numeral 1 del artículo 8 de la Ley 1266 de 2008, el operador de información no es 

el responsable del dato que le es reportado por las fuentes de la información y el  

operador no puede modificar, actualizar, rectificar y/o eliminar la información, sin 

instrucción previa de la fuente y la petición que se menciona en el escrito de 

tutela no fue presentada ante su entidad. 

 

Informó que según la consulta del reporte de información financiera, comercial, 

crediticia y de servicios, revisada el día 23 de diciembre  de 2021 siendo las 

11:35:23 a nombre de RAQUEL PRADA PIMIENTO C.C 37844997, frente a la entidad 

Banco BBVA se evidencia obligación No. 199134 reportada Banco BBVA en mora, 

con vector de comportamiento 12, es decir 360 y 539 días de mora,  obligación 

No. 020207 reportada Banco BBVA en mora, con vector de comportamiento 12, 

es decir 360 y 539 días de mora, obligación No. 354515 reportada Banco BBVA en 

mora, con vector de comportamiento 12, es decir 360 y 539 días de mora, 

 

Adujo que no es viable condenar a la entidad en su rol de operador de la 

información, pues los datos reportados por la fuente y que se registran a nombre 

de la parte accionante son responsabilidad de la fuente, por lo que solicita se 

denieguen las pretensiones y se exonere a la entidad.  

 

DATACREDITO EXPERIAN, indicó que en su calidad de operador de información, 

tiene el deber de realizar periódica y oportunamente la actualización y 

rectificación de los datos cada vez que las fuentes reporten las respectivas 

novedades, tal y como lo dispone el numeral 7 del artículo 7 de la Ley 1266 de 

2008. 

 

Adujo que la distinción entre las obligaciones de la fuente y el operador se explica 

en que es la fuente, y no el operador, quien mantiene una relación financiera o 

comercial con el titular de la información, es decir, quien actúa como parte en el 

respectivo contrato y los operadores de información son terceros ajenos a esta 

relación contractual. La información que reciben sobre dicha relación comercial 

es la proporcionada por la fuente. Por ello mismo, es de suyo que los operadores 

tienen el deber de contabilizar los términos con base en la información 

suministrada por la fuente. Esta diferenciación en los roles de uno y otro, busca 

primordialmente proteger la neutralidad del operador frente a los datos en tanto 

que garantía para todas las partes involucradas. 

 

Manifestó que la obligación adquirida con Banco BBVA, registra como 

obligaciones abiertas, vigentes y reportadas como cartera castigada, versando la 

situación actual de impago y EXPERIAN COLOMBIA S.A. no puede proceder a su 

eliminación pues versa sobre una situación actual de impago 

 

Señaló que no tiene conocimiento del motivo por el cual no le han dado 

respuesta de fondo a la petición, pues dicha información es ajena al trámite y 
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respuestas que esta entidad les da a sus clientes, además no conoce los 

pormenores de la relación comercial que hay o que hubo entre dicha entidad y 

la accionante. 

 

Solicito se declare improcedente la acción de tutela toda vez Banco BBVA 

reportó, de conformidad con el artículo 3-b de la Ley Estatutaria 1266 de 2008, 

que la obligación se encuentra impaga, vigente y reportada con mora.  

 

SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE COLOMBIA: Informó que procedió a revisar  el 

sistema de control de procesos – ORION – y en el sistema de gestión documental – 

SOLIP – de la  Entidad, que contienen la totalidad de trámites adelantados por 

esta Entidad, y no encontraron  queja o reclamación alguna formulada por parte 

de la accionante, respecto de los mismos hechos que se narran en la presente 

demanda de tutela. 

 

Adujo que los hechos no les constan, solicita se niegue la acción de tutela. 

 

CONSIDERACIONES 

LEGITIMACIÓN 

 

La ejerce RAQUEL PRADA PIMIENTO, a fin de buscar la protección de su derecho 

fundamental de petición y habeas data, por lo cual como persona capaz está 

facultada para acudir ante el Juez Constitucional, en virtud del artículo 86 de la 

Constitución Política. 

 

COMPETENCIA 

 

Este juzgado es competente, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de 

la Constitución Política y en los artículos 37 del Decreto Ley 2591 de 1991, 1 del 

Decreto 1382 del 2000, 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, Único Reglamentario 

del Sector Justicia y del Derecho, así como en el  Auto 050 de 2015 de la Corte 

Constitucional y en el artículo 1º del decreto 1983 de 2017, según el cual, “ Para 

los efectos previstos en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, conocerán de la 

acción de tutela, a prevención, los jueces con jurisdicción donde ocurriere la 

violación o la amenaza que motivare la presentación de la solicitud o donde se 

produjeren sus efectos, conforme a las siguientes reglas: 

 

“1. Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, 

organismo o entidad pública del orden departamental, distrital o municipal y 

contra particulares serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a 

los Jueces Municipales.” 

 

Así mismo se establece que la accionante tiene domicilio en la ciudad de 

Bucaramanga, calle 10 No. 34-15, ámbito territorial en el que ejerce sus funciones 

este despacho judicial. 

 

PROBLEMAS JURÍDICOS CONSIDERADOS 

 

¿El BANCO BBVA ha vulnerado el derecho de petición de la señora Raquel Prada 

Pimiento respecto de la petición elevada el 4 de diciembre  de 2021? 

 

¿Procede la acción de tutela para ordenar al Banco BBVA que elimine el reporte 

negativo que realizaron frente a las centrales de riesgo de la señora Raquel 

Prada Pimiento? 

 

PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL  

 

Derecho de Petición 

 



                 Tutela 2021-00159 

    Accionante: RAQUEL PRADA PIMIENTO 

Accionado: BANCO BBVA 

 

Juzgado 14 Penal Municipal   

con Funciones de Control de Garantias  

Bucaramanga 

La Corte Constitucional se ha referido en numerosas oportunidades al derecho de 

petición, al punto que las sentencias, T-377 de 2000, T-1160/2001 y T-237/16 entre 

otras1 se han ocupado de resumir los parámetros jurisprudenciales sobre su 

sentido, contenido y alcance, fijando los criterios que debe seguir el Juez 

constitucional para determinar la procedencia y efectividad de este derecho 

fundamental. 

 

Al respecto, se debe tener en cuenta la Sentencia T-206 de 2018 de la Corte 

Constitucional, con ponencia del magistrado ALEJANDRO LINARES CANTILLO, en 

donde se consagro: 

 

“9. El derecho de petición, según la jurisprudencia constitucional, tiene una 

finalidad doble: por un lado, permite que los interesados eleven peticiones 

respetuosas a las autoridades y, por otro, garantiza una respuesta oportuna, 

eficaz, de fondo y congruente con lo solicitado. Ha indicado la Corte que “(…) 

dentro de sus garantías se encuentran (i) la pronta resolución del mismo, es decir 

que la respuesta debe entregarse dentro del término legalmente establecido 

para ello; y (ii) la contestación debe ser clara y efectiva respecto de lo pedido, 

de tal manera que permita al peticionario conocer la situación real de lo 

solicitado”. En esa dirección también ha sostenido que a este derecho se 

adscriben tres posiciones: “(i) la posibilidad de formular la petición, (ii) la respuesta 

de fondo y (iii) la resolución dentro del término legal y la consecuente notificación 

de la respuesta al peticionario”. 

 

9.1. El primer elemento, busca garantizar la posibilidad efectiva y cierta que 

tienen las personas de presentar solicitudes respetuosas ante las autoridades y los 

particulares en los casos establecidos por la ley, sin que se puedan abstener de 

recibirlas y por lo tanto de tramitarlas. Al respecto, la sentencia C-951 de 2014 

indicó que “los obligados a cumplir con este derecho tienen el deber de recibir 

toda clase de petición, puesto que esa posibilidad hace parte del núcleo 

esencial del derecho”. 

 

9.2. El segundo elemento implica que las autoridades públicas y los particulares, 

en los casos definidos por la ley, tienen el deber de resolver de fondo las 

peticiones interpuestas, es decir que les es exigible una respuesta que aborde de 

manera clara, precisa y congruente cada una de ellas; en otras palabras, implica 

resolver materialmente la petición. La jurisprudencia ha indicado que una 

respuesta de fondo deber ser: “(i) clara, esto es, inteligible y contentiva de 

argumentos de fácil comprensión; (ii) precisa, de manera que atienda 

directamente lo pedido sin reparar en información impertinente y sin incurrir en 

fórmulas evasivas o elusivas ; (iii) congruente, de suerte que abarque la materia 

objeto de la petición y sea conforme con lo solicitado; y (iv) consecuente con el 

trámite que se ha surtido, de manera que, si la respuesta se produce con motivo 

de un derecho de petición elevado dentro de un procedimiento del que conoce 

la autoridad de la cual el interesado requiere la información, no basta con ofrecer 

una respuesta como si se tratara de una petición aislada o ex novo, sino que, si 

resulta relevante, debe darse cuenta del trámite que se ha surtido y de las razones 

por las cuales la petición resulta o no procedente”. En esa dirección, este Tribunal 

ha sostenido “que se debe dar resolución integral de la solicitud, de manera que 

se atienda lo pedido, sin que ello signifique que la solución tenga que ser positiva” 

 

9.3. El tercer elemento se refiere a dos supuestos. En primer lugar, (i) a la oportuna 

resolución de la petición que implica dar respuesta dentro del término legal 

establecido para ello. Al respecto, la Ley 1755 de 2015 en el artículo 14 fijó el lapso 

para resolver las distintas modalidades de peticiones. De dicha norma se 

 
1 Sentencias T-112 de 1992, T-419 de 1992, T-172 de 1993, T-306 de 1993, T-335 de 1993, T-571 de 1993,  T-279 de 

1994, T-414 de 1995, T-529 de 1995, T-604 de 1995, T-614 de 1995, SU-166 de 1999, T-307 de 1999, T-079 de 2001, T-

116 de 2001, T-129 de 2001, T-396 de 2001, T-418 de 2001, T-463 de 2001, T-537 de 2001 y T-565 de 2001. 
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desprende que el término general para resolver solicitudes respetuosas es de 15 

días hábiles, contados desde la recepción de la solicitud. La ausencia de 

respuesta en dicho lapso vulnera el derecho de petición. En segundo lugar, al 

deber de notificar que implica la obligación del emisor de la respuesta de poner 

en conocimiento del interesado la resolución de fondo, con el fin que la conozca 

y que pueda interponer, si así lo considera, los recursos que la ley prevé o incluso 

demandar ante la jurisdicción competente. Se ha considerado que la ausencia 

de comunicación de la respuesta implica la ineficacia del derecho. En ese 

sentido, la sentencia C-951 de 2014 indicó que “[e]l ciudadano debe conocer la 

decisión proferida por las autoridades para ver protegido efectivamente su 

derecho de petición, porque ese conocimiento, dado el caso, es presupuesto 

para impugnar la respuesta correspondiente” y, en esa dirección, “[l]a 

notificación es la vía adecuada para que la persona conozca la resolución de las 

autoridades, acto que debe sujetarse a lo normado en el capítulo de 

notificaciones de la Ley 1437 de 2011”. 

 

Adicionalmente, de manera concreta y para aplicarla al caso sub examine, 

conviene destacar la sentencia T-077-18 Magistrado Ponente Dr. ANTONIO JOSÉ 

LIZARAZO OCAMPO, en la cual determinó: 

 

CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO 

 

Sobre este aspecto se tiene pronunciamiento reciente de la Corte constitucional 

en sentencia T-155 de 2017, Magistrado Ponente Dr. Alberto Rojas Ríos, en la cual 

se refiere que: 

 

“El artículo 86 de la Constitución Política faculta a todas las personas para exigir 

ante los jueces, mediante un procedimiento preferente, la protección oportuna 

de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando de alguna manera 

resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier 

entidad pública o privada. 

 

Sin embargo, la doctrina constitucional ha reiterado que la acción de tutela, 

“pierde su razón de ser cuando durante el trámite del proceso, la situación que 

genera la amenaza o vulneración de los derechos fundamentales invocados es 

superada o finalmente produce el daño que se pretendía evitar con la solicitud 

de amparo”2. De este modo, la tutela no sería un mecanismo idóneo, pues ante 

la ausencia de supuestos facticos, la acción de tutela pierde su eficacia.3 

 

Al desaparecer el objeto jurídico sobre el cual recaería la eventual decisión del 

juez constitucional encaminada a amparar y proteger las garantías y los derechos 

que se encuentren en peligro, sería inocua y carecería de todo sustento y razón 

de ser, contrariando el objetivo que fue previsto para esta acción4; sin embargo 

esto no significa que el juez constitucional no pueda pronunciarse de fondo ante 

una evidente infracción a los derechos fundamentales, corregir las decisiones 

judiciales de instancia y  emitir una orden preventiva al respecto5. 

 

La Sentencia T-494 de 1993 determinó al respecto que: “La tutela supone la 

acción protectora de los derechos fundamentales, ante una acción lesiva o 

frente a un peligro inminente que se presente bajo la forma de amenaza. Tanto la 

vulneración del derecho fundamental como su amenaza, parten de una 

objetividad, es decir, de una certeza sobre la lesión o amenaza, y ello exige que 

el evento sea actual, que sea verdadero, no que haya sido o que simplemente se 

hubiese presentado un peligro ya subsanado”. 

 
2 Sentencia T-970 de 2014, T- 011 de 2016. 
3 Sentencias T-495 de 2001, T- 692 de 2007, T178 de 2008, T-975 de 2008, T-162 de 2012, T- 499 de 2014, T- 126 de 

2015, Sentencia T- 011 de 2016. 
4 Sentencias: SU-225 de 2013; T-317 de 2005, Sentencia T-867 de 2013. 
5 Sentencia T-200 de 2013. 
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En Sentencia T-481 de 2016, esta Sala reiteró el desarrollo constitucional respecto 

del concepto de “carencia actual de objeto” y los tres eventos que se 

configuran, con el fin de identificar la imposibilidad material en la que se 

encuentra el juez de la causa para dictar alguna orden que permita salvaguardar 

los intereses jurídicos que le han sido encomendados. Este fenómeno puede surgir 

de tres maneras: (i) hecho superado, (ii) daño consumado” o (iii) situación 

sobreviniente.6 

 

El hecho superado:  “regulada en el artículo 26 del decreto 2591 de 1991, 

comprende el supuesto de hecho en el que, entre el momento en que se 

interpone la demanda de amparo y el fallo, se evidencia que, como producto del 

obrar de la entidad accionada, se eliminó la vulneración a los derechos 

fundamentales del actor, esto es, tuvo lugar la conducta solicitada (ya sea por 

acción o abstención) y, por tanto, (i) se superó la afectación y (ii) resulta inocua 

cualquier intervención que pueda realizar el juez de tutela para lograr la 

protección de unos derechos que, en la actualidad, la accionada ha dejado de 

desconocer”7 

 

Procedencia de la acción de tutela para la protección del derecho al habeas data  

 

3.1. De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución Política, la acción de tutela es 

un mecanismo preferente y sumario de defensa judicial, cuyo objeto es la 

protección de los derechos fundamentales “cuando quiera que éstos resulten 

vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad 

pública”8, o por los particulares en los casos previstos en la ley. 

 

Según lo establece la disposición constitucional, esta acción tiene un carácter 

subsidiario y residual, por lo que ella solo procede cuando quiera que el afectado 

no tenga a su alcance otro medio de defensa judicial o cuando, existiendo ese 

otro medio, la tutela se ejerce como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 

de carácter irremediable. Adicionalmente, y a partir de lo previsto en el artículo 6 

del Decreto 2591 de 1991, la jurisprudencia constitucional ha sostenido que ella 

también resulta procedente –esta vez, como mecanismo de protección definitivo– 

en aquellos casos en los que la herramienta judicial que prevé el ordenamiento se 

muestra como ineficaz para garantizar los derechos fundamentales del afectado.9 

 

Pues bien, en referencia a los conflictos relacionados con el recaudo, 

administración y uso de la información personal, la Ley Estatutaria 1266 de 2008, 

“por la cual se dictan las disposiciones generales del hábeas data y se regula el 

manejo de la información contenida en bases de datos personales, en especial la 

financiera, crediticia, comercial, de servicios y la proveniente de terceros países y 

se dictan otras disposiciones”, consagra distintas herramientas a través de las 

cuales los titulares de la información10 pueden efectuar consultas o reclamaciones 

por los datos que sobre ellos reposan en las bases de datos.  

 

En ese sentido, la Ley Estatutaria prevé las siguientes alternativas:  

(i) Formular derechos de petición al operador de la información11 o a la 

entidad fuente de la misma12, a fin de acceder a los datos que han sido 

 
6 Sentencias T-988 de 2007, T-585 de 2010 y T-200 de 2013. 
7 Sentencia T-481 de 2016 y T-086 de 2020 
8 Esta expresión está contenida en el artículo 86 de la Carta.  
9 Sobre este tema se pueden consultar, entre muchas otras, las Sentencias T-1109 de 2004, M.P. Jaime Córdoba 

Triviño; T-484 de 2011, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva, y T-177 de 2013, M.P. María Victoria Calle Correa. 
10 El artículo 3 de la Ley 1266 de 2008 define al Titular de la información como “la persona natural o jurídica a quien 

se refiere la información que reposa en un banco de datos y sujeto del derecho de hábeas data y demás 

derechos y garantías a que se refiere la presente ley”. 
11 En la Ley Estatutaria sobre el habeas data se define al Operador de información a “la persona, entidad u 

organización que recibe de la fuente datos personales sobre varios titulares de la información, los administra y los 

pone en conocimiento de los usuarios bajo los parámetros de la presente ley […]”. 
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consignados o de solicitar que ellos sean corregidos o actualizados 

(artículo 16);  

(ii) Presentar reclamaciones a la Superintendencia de Industria y Comercio 

o a la Superintendencia Financiera –según la naturaleza de la entidad 

vigilada–, para que se ordene la corrección, actualización o retiro de 

datos personales, o para que se inicie una investigación administrativa 

por el incumplimiento de las disposiciones contenidas en la Ley 1266 de 

2008 (artículo 17); y,  

(iii) Acudir a los mecanismos judiciales que el ordenamiento jurídico 

establece para efectos de debatir lo concerniente a la obligación 

reportada como incumplida, sin perjuicio de que pueda ejercerse la 

acción de tutela para solicitar el amparo del derecho fundamental al 

habeas data, en los términos del artículo 16 de la ley en cuestión:  

“6. Sin perjuicio del ejercicio de la acción de tutela para amparar el 

derecho fundamental del hábeas data, en caso que el titular no se 

encuentre satisfecho con la respuesta a la petición, podrá recurrir al 

proceso judicial correspondiente dentro de los términos legales 

pertinentes para debatir lo relacionado con la obligación reportada 

como incumplida. La demanda deberá ser interpuesta contra la fuente 

de la información la cual, una vez notificada de la misma, procederá a 

informar al operador dentro de los dos (2) días hábiles siguientes, de 

forma que se pueda dar cumplimiento a la obligación de incluir la 

leyenda que diga ‘información en discusión judicial’ y la naturaleza de la 

misma dentro del registro individual, lo cual deberá hacer el operador 

dentro de los dos (2) días hábiles siguientes a haber recibido la 

información de la fuente y por todo el tiempo que tome obtener un fallo 

en firme. Igual procedimiento deberá seguirse en caso que la fuente 

inicie un proceso judicial contra el titular de la información, referente a la 

obligación reportada como incumplida, y este proponga excepciones 

de mérito.” 

 

Como se observa, de manera particular y en virtud de lo dispuesto en la Ley 1266 

de 2008, el titular de la información cuenta con distintas alternativas a fin de 

solicitar la protección de los derechos que estima conculcados.  

 

No obstante, la ley estatutaria deja a salvo la posibilidad de que se acuda a la 

acción de tutela para solicitar la protección del derecho fundamental al habeas 

data, tema al que ya se refería de antaño el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991, 

“por el cual se reglamenta la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la 

Constitución Política”, así: 

 

“ARTICULO 42. PROCEDENCIA. La acción de tutela procederá contra 

acciones u omisiones de particulares en los siguientes casos:  

[…] 6. Cuando la entidad privada sea aquella contra quien se hubiere 

hecho la solicitud en ejercicio del hábeas data, de conformidad con lo 

establecido en el artículo 15 de la Constitución.” 

 

A partir del contenido normativo de esta disposición, la jurisprudencia reiterada de 

la Corte Constitucional ha señalado que, en estos casos, es presupuesto 

fundamental para el ejercicio de la acción de tutela que el afectado haya 

solicitado la aclaración, corrección, rectificación o actualización del dato o de la 

información que considera errónea, de manera previa a la interposición del 

mecanismo de amparo constitucional: 

 

 
12 De acuerdo con el artículo 3 de la Ley 1266 de 2008, la Fuente de la información es aquella “persona, entidad u 

organización que recibe o conoce datos personales de los titulares de la información, en virtud de una relación 

comercial o de servicio o de cualquier otra índole y que, en razón de autorización legal o del titular, suministra 

esos datos a un operador de información, el que a su vez los entregará al usuario final […]”. 
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“[E]l derecho fundamental de hábeas data, exige que se haya agotado el 

requisito de procedibilidad, consistente en que el actor haya hecho 

solicitud previa a la entidad correspondiente, para corregir, aclarar, 

rectificar o actualizar el dato o la información que tiene sobre él, pues así 

se desprende del contenido del artículo 42, numeral 6 del decreto 2591 de 

1991, que regula la procedencia de la acción de tutela contra 

particulares”.13  

 

Esta solicitud, según también lo ha precisado la jurisprudencia constitucional, debe 

haber sido formulada ante la entidad fuente de la información, es decir, frente a 

quien efectúa el reporte del dato negativo, con el fin de que se le brinde a ella la 

oportunidad de verificar directamente la situación y, de ser lo indicado, de 

adoptar las medidas que correspondan.  

 

Si formulada esa solicitud la fuente de la información insiste en el reporte negativo, 

la acción de tutela será procedente en aras de determinar si en el caso concreto 

se ha presentado una vulneración o no del derecho fundamental al habeas data 

del titular.  

 

Vistas las circunstancias fácticas del presente caso, la Sala encuentra necesario 

analizar entonces, en primer lugar, si se cumplió con este requisito de 

procedibilidad, a fin de establecer si hay lugar a efectuar un pronunciamiento de 

fondo.  

 

Pues bien, de acuerdo con el material probatorio que obra en el expediente, el 15 

de agosto de 2012 el señor Fernando Gómez Roldán formuló un derecho de 

petición a Mundial de Cobranzas S.A.S., mediante el cual solicitó la eliminación de 

cualquier dato negativo que se hubiere consignado en relación con obligaciones 

crediticias a su cargo14. Además, el accionante también presentó reclamaciones a 

DataCrédito mediante escritos del 17 de junio de 2011 y del 15 de agosto de 

201215.  

 

De esta manera, debe concluirse que está cumplido el presupuesto relacionado 

con que el afectado haya formulado previamente una solicitud de rectificación 

de información ante la entidad que reportó el dato negativo.  

 

Procede entonces la Sala a continuar con el análisis de fondo del presente caso.  

 

4. Los derechos al buen nombre y al hábeas data en el manejo de la 

información financiera y crediticia 

 

De tiempo atrás, la jurisprudencia reiterada de esta Corporación ha sostenido que 

las actividades de recolección, administración y manejo de los datos personales 

que reposan en bases de datos públicas y privadas, plantean como problemática 

la posibilidad de que se vean vulneradas garantías fundamentales de los 

individuos involucrados.  

 

En particular, la Corte Constitucional ha indicado que los conflictos que se 

presentan alrededor de esas actividades, generalmente conllevan una eventual 

afectación de los derechos al buen nombre y al habeas data de los titulares de la 

información, derechos a los que se refiere el artículo 15 de la Constitución Política 

en los siguientes términos: 

 

 
13 Sentencia T-727 de 2002, M.P. Clara Inés Vargas Hernández. Además, a este mismo asunto se han referido las 

sentencias T-131 de 1998, M.P. Hernando Herrera Vergara; T-857 de 1999, M.P. Carlos Gaviria Díaz; T-467 de 2007, 

M.P. Humberto Antonio Sierra Porto; y T-284 de 2008, M.P. Clara Inés Vargas Hernández.  
14 Folio 9 del cuaderno No. 1. 
15 Folios 12 y 14 del cuaderno No. 1. 
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“ARTÍCULO 15. Todas las personas tienen derecho a su intimidad personal 

y familiar y a su  buen nombre, y el Estado debe respetarlos y hacerlos 

respetar. De igual modo, tienen derecho a conocer, actualizar y rectificar 

las informaciones que se hayan recogido sobre ellas en bancos de datos 

y en archivos de entidades públicas y privadas.  

 

En la recolección, tratamiento y circulación de datos se respetarán la 

libertad y demás garantías consagradas en la Constitución.  

 

La correspondencia y demás formas de comunicación privada son 

inviolables. Sólo pueden ser interceptadas o registradas mediante orden 

judicial, en los casos y con las formalidades que establezca la ley.  

 

Para efectos tributarios o judiciales y para los casos de inspección, 

vigilancia e intervención del Estado podrá exigirse la presentación de 

libros de contabilidad y demás documentos privados, en los términos que 

señale la ley.”  

 

4.1. En el inciso primero de la norma en cita se consagra el derecho al buen 

nombre, el cual, de acuerdo con la jurisprudencia constitucional, “alude al 

concepto que del individuo tienen los demás miembros de la sociedad en relación 

con su comportamiento, honestidad, decoro, calidades, condiciones humanas y 

profesionales, antecedentes y ejecutorias. Representa uno de los más valiosos 

elementos del patrimonio moral y social de la persona y constituye factor 

indispensable de la dignidad que a cada uno debe ser reconocida.”16 

 

Esta Corporación ha señalado que, en lo que concierne al manejo de la 

información, el respeto por el derecho al buen nombre implica que “dicha 

información sea cierta y veraz, esto es, que los datos contenidos en ella no sean 

falsos ni erróneos”17. En ese sentido, “[s]e atenta contra este derecho cuando, sin 

justificación ni causa cierta y real, es decir, sin fundamento, se propagan entre el 

público -bien en forma directa y personal, ya a través de los medios de 

comunicación de masas- informaciones falsas o erróneas o especies que 

distorsionan el concepto público que se tiene del individuo y que, por lo tanto, 

tienden a socavar el prestigio y la confianza de los que disfruta en el entorno social 

en cuyo medio actúa, o cuando en cualquier forma se manipula la opinión 

general para desdibujar su imagen.”18 

 

Bajo esa premisa, esta Corporación ha indicado que cuando en una base de 

datos se consigna una información negativa respecto de determinado individuo y 

dicha información es cierta, no puede considerarse que exista una vulneración del 

derecho al buen nombre. En ese sentido, ha dicho la Corte: 

 

“[…] los datos que se conservan en la base de información per se no 

desconocen el derecho al buen nombre, prerrogativa que comporta una 

relación directa esencial con la actividad personal o individual y social del 

sujeto afectado. Luego, si el ciudadano o la persona jurídica, no 

conservan el buen nombre, por ejemplo al hacer mal uso de los servicios 

financieros y en general de sus obligaciones civiles, comerciales y 

financieras, a las que accede, y si así es reportado en las certificaciones 

emitidas por las entidades encargadas de suministrar información sobre 

solvencia económica no se estaría violando tal derecho, siempre y 

cuando la información emanada de la entidad sea veraz; en otras 

palabras, sólo se desconoce el derecho al buen nombre cuando la 

información suministrada por la entidad pertinente, registre un hecho o un 

 
16 Sentencia T-288 de 1994, M.P. Hernando Herrera Vergara. 
17 Sentencia T-1319 de 2005, M.P. Humberto Antonio Sierra Porto. 
18 Sentencia T-228 de 1994, M.P. José Gregorio Hernández Galindo. 
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comportamiento carente de veracidad. En consecuencia, si los datos 

económicos de carácter histórico son fidedignos y muestran el 

comportamiento crediticio de un sujeto, no pueden violar el derecho al 

buen nombre, pues en caso contrario, estaría la Corte protegiendo en pie 

de igualdad, a quienes cumplen con sus obligaciones, frente a quienes no 

lo hacen, no habiendo entonces una diferencia de trato entre la 

probidad comercial y el manejo descuidado de estos asuntos, lo cual se 

constituiría en un ejercicio abusivo y arbitrario de las decisiones 

judiciales.”19 

 

De esta manera, mientras la información que repose en las bases de datos sea 

fidedigna y corresponda con la realidad de la situación, no puede considerarse 

que exista una vulneración del derecho al buen nombre.  

 

4.2. Por otro lado, el derecho fundamental al habeas data ha sido definido por la 

Corte Constitucional como “aquel que otorga la facultad al titular de datos 

personales de exigir de las administradoras de esos datos el acceso, inclusión, 

exclusión, corrección, adición, actualización y certificación de los datos, así como 

la limitación en las posibilidades de divulgación, publicación o cesión de los 

mismos, de conformidad con los principios que regulan el proceso de 

administración de datos personales.”20  

 

Este derecho, que de manera general consiste en la posibilidad de verificar y 

controlar la información que manejan las administradoras de datos personales, 

habilita a su titular para ejercer una serie de facultades concretas, a saber21: 

 

(i) Conocer las informaciones que sobre él reposan en las centrales de 

datos, lo que implica que pueda verificar en qué bases está reportado 

y cuál es el contenido de los datos recopilados;  

(ii) El derecho a actualizar tales informaciones, indicando las novedades 

que se han presentado. En el caso de los reportes a centrales de riesgo 

financiero, ello implica la actualización del estado de cumplimiento de 

las obligaciones; y 

(iii) El derecho a rectificar las informaciones que no correspondan con la 

realidad. Ello incluye la posibilidad de solicitar que se aclare aquella 

que por su redacción puede dar lugar a interpretación equívocas, o 

comprobar que los datos han sido obtenidos legalmente.22 

 

Correlativamente, tanto las entidades que recopilan y administran información 

crediticia como aquellas que efectúan reportes a las primeras tienen el deber de 

garantizar a los titulares de la misma que su actuación es respetuosa de las 

garantías fundamentales atrás señaladas.  

 

En particular, la jurisprudencia constitucional ha señalado como obligaciones 

específicas a cargo de estos sujetos las de verificar (i) que la información sea veraz; 

(ii) que haya sido recabada de forma legal, y (iii) que no verse sobre aspectos 

reservados de la esfera personal del individuo.23  

 

En materia de administración de datos relacionados con la actividad financiera, 

crediticia o comercial, –y estando descontado que esa información no es 

reservada sino que puede ser conocida por quienes participan de esa actividad–, 

las dos primeras obligaciones adquieren una especial relevancia, ya que, en estos 

casos, además de la afectación de los derechos fundamentales del individuo, 

 
19 Sentencia T-527 de 2000, M.P. Fabio Morón Díaz. 
20 Sentencia C-1011 de 2008, M.P. Jaime Cordoba Triviño. 

21 Véanse, entre otras, las  Sentencias SU-082 de 1995, M.P. Jorge Arango Mejía y T-684 de 2006, M.P. Marco 

Gerardo Monroy Cabra. 
22 Sentencia T-684 de 2008, M.P. Mauricio González Cuervo. 
23 Sentencia T-1061 de 2010, M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 
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puede estar de por medio la estabilidad de su situación económica y patrimonial. 

De ahí que, tal y como lo ha establecido la Corte Constitucional, para que pueda 

consignarse a nombre de determinada persona un reporte negativo en una 

central de riesgo, es necesario que la información sea veraz y que ella haya sido 

recabada de forma legal. 

 

De un lado, y en cuanto a la veracidad de la información, esta Corporación ha 

señalado que, para efectos de garantizar este aspecto, las entidades que hagan 

el reporte, es decir, las denominadas fuentes de la información, deben contar con 

los documentos que soporten la existencia de la obligación. Así lo ha dicho esta 

Corte: 

 

“(…) Los hechos económicos que tienen lugar en desarrollo de la relación 

que se traba entre usuarios del sistema y las entidades financieras se 

reflejan en los registros contables, los cuales están llamados a dar cuenta 

de lo que genéricamente se ha denominado ‘dato’. Estos registros 

reflejan las operaciones financieras cursadas y, por lo mismo, se 

constituyen en prueba idónea de la veracidad e integridad de la 

información, de allí que su manejo y guarda adquiera especial valor en 

relación con el derecho de habeas data. 

 

Los registros de los hechos económicos en los asientos contables deben 

encontrarse respaldados, tal y como ordena la ley, en los respectivos 

soportes, de manera que las operaciones de crédito deben 

documentarse mediante los preliminares de aprobación de crédito, el 

contrato de mutuo debidamente instrumentalizado a través de un pagaré 

o cualquier otro medio utilizado por las partes usuarios y operadores para 

formalizar sus negocios jurídicos y sus relaciones financieras. Es por ello que 

dichos soportes deben adherirse a los comprobantes de contabilidad 

respetivos y deben conservarse debidamente de manera que sea posible 

su verificación.”24 

 

Por supuesto, esto adquiere mayor relevancia cuando se trata de obligaciones 

sobre las que existe una controversia respecto de su estado en materia de pagos o 

en relación con su vigencia, circunstancias en las que estos documentos permitirán 

definir cuál es la realidad de la cuestión.   

 

Del otro lado, y en lo que hace a la necesidad de que la información haya sido 

recabada de forma legal, la jurisprudencia constitucional ha establecido que es 

necesario que el titular de la información haya autorizado expresamente a la 

entidad fuente para reportar estos datos a la central de riesgos, autorización que 

debe ser previa, libre, expresa, constar por escrito y provenir del titular de la 

información. Ella, según lo ha dicho esta Corte, “constituye el fundamento y el 

punto de equilibrio que le permite, a las entidades solicitar o reportar el 

incumplimiento de las obligaciones por parte de algún usuario del sistema 

financiero a las centrales de riesgo. En esta medida, cuando el titular encuentre 

que no ha dado su autorización para el reporte estaría facultado, debido al 

incumplimiento de este requisito, para reclamar la exclusión del dato.”25 

 

Solo cumpliendo estas condiciones, será válido consignar el reporte de la 

información financiera negativa.  

CASO CONCRETO 

 

Vulneración de Derechos Fundamentales 

 

 
24 Ver Sentencia T-129 de 2010, M.P. Juan Carlos Henao Pérez. 
25 Sentencia T-017 de 2011, M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 
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DERECHO DE PETICION/ Hecho Superado  

 

En el asunto materia de análisis sería del caso proceder a determinar si la entidad 

demandada efectivamente vulneró el derecho fundamental de PETICIÓN, cuya 

protección solicita el accionante, si no fuera porque se advierte que, en el trámite 

de la presente acción de tutela, y aún con anterioridad a la misma el Banco BBVA 

acreditó haber dado respuesta clara y de fondo no solo a la solicitud elevada por 

la señora RAQUEL PRADA PIMIENTO sino a todas las inconformidades planteadas, 

anexando copia del formulario de vinculación, copia del extracto del crédito de 

redescuento, copia del extracto de la tarjeta de crédito, copia del pagaré, copia 

de la colilla desprendible del contrato y extracto crédito de redescuento 

bancoldex de  la notificación previa al reporte de conformidad con el art. 12 de 

la ley 1266 de 2.008, aspectos sobre los cuales se dirigen las pretensiones de la 

tutela. 

 

En efecto, la accionante solicita información sobre: “PRIMERA: Que se me haga 

llegar copias de los documentos que respaldan dicha deuda tales como pagare, 

letras de cambio, contrato y solicitud de crédito, entre otros. 

 

SEGUNDA: Que se me haga llegar copia de la autorización expedida por mí para 

el reporte ante centrales de riesgo, y que no contar con ella solicito el retiro de mi 

nombre de carácter inmediato.. 

 

TERCERA: Copia del oficio enviado a mi persona, copia de la guía de la empresa 

de mensajería autorizada para este tipo de comunicaciones con destino a mi 

último domicilio reportado por mí y firmado por mí el recibido donde me notifican 

antes de enviar el reporte ante centrales de riesgo. 

 

CUARTA: Pantallazo del correo electrónico si la notificación fue enviada por 

correo, donde se evidencie claramente la fecha y fuente desde que se envió el 

correo y además el acuse del que yo recibí el correo en estos mismos tiempos tal 

como lo estipula ley 1437 del 2011 y art 20 ley 557 de 1999. 

 

QUINTA: Pantallazo de retiro de las centrales de riesgo 

 

SEXTA: Relación de pagos del contrato que tuve con ustedes y demás contenida 

en los hechos. 

 

Es así que en la respuesta otorgada por Banco BBVA, los días 17 y 28 de diciembre 

de 2021 le informaron a la señora RAQUEL PRADA PIMIENTO respecto de cada uno 

de sus pedimentos, lo siguiente: 

 

Respuesta primera solicitud: Envían adjunta a la respuesta colilla de aceptación 

de condiciones, pagare y el contrato.  

 

Respuesta segunda solicitud: Adjuntan formulación de vinculación suscrita por la 

accionante en señal de aceptación de las condiciones allí establecidas, 

mediante el cual se autoriza a esta entidad a realizar reportes de información 

ante centrales. 

 

Respuesta tercera solicitud:  Adjuntan copias de los extractos de las obligaciones, 

en donde se evidencia la notificación previa exigida en el numeral 12 de la Ley 

1266 de 2008. 

Respuesta cuarta solicitud:  Anexan copia de los soportes digitales del envío de los 

extractos al correo electrónico raprapi81@hotmail.com, el cual fue registrado por 

la accionante en el momento de la contratación del producto, y que reposa en 

el formulario de vinculación. 
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Respuesta quinta solicitud:  Se remitió la relación de pagos de las obligaciones y 

argumento la inviabilidad de eliminar el reporte negativo. 

 

Respuesta sexta solicitud:  Acompañan copia del extracto del crédito de 

redescuento y copia del extracto de la tarjeta de crédito, donde se evidencian 

los pagos realizados por la accionante. 

 

En consecuencia, resulta claro que, mediante correo electrónico enviado a la 

dirección ralgomez69@hotmail.com, se evidencia la entrega de respuesta al 

derecho de petición al correo aportado por la accionante, esto es, 

ralgomez69@hotmail.com, encontrando este despacho que el Banco BBVA 

procedió a dar contestación a los ítems solicitados en el derecho de petición del 

día 4 de diciembre de 2021, anexando todos los documentos requeridos.  

 

De igual manera, este  despacho, el día 2 de enero  de 2022 remitió al   correo 

electrónico  de la  accionante  ralgomez69@hotmail.com copia de la respuesta 

del derecho de petición elevada el 4 de diciembre de 2021, junto con sus anexos, 

encontrando esta juzgadora que la entidad accionada, BANCO BBVA, procedió 

a dar respuesta de fondo, clara y precisa a la petición elevada por la 

accionante, ya que se evidencia la respuesta a cada uno de los puntos elevados 

por la accionante el 4 de diciembre  de 2022, así como los documentos 

solicitados,  por lo que habrá de declararse como hecho superado el objeto de la 

tutela, de igual manera si la accionante no se encuentra conforme con la 

respuesta,  es necesario recordar lo mencionado por la Corte Constitucional en 

cuanto “se debe dar resolución integral de la solicitud, de manera que se atienda 

lo pedido, sin que ello signifique que la solución tenga que ser positiva”, por lo 

tanto dadas las acciones adelantadas por la entidad accionada para dar 

solución a su solicitud, habrá de declararse como hecho superado el objeto de la 

tutela. 

 

Lo anterior, con fundamento en la reiterada jurisprudencia constitucional26 según 

la cual “…cuando se demuestra que los hechos presuntamente violatorios o que 

ponen en riesgo los derechos fundamentales que motivaron la instauración de 

tutela desaparecen o son superados, la acción constitucional pierde su sentido y 

razón de ser, pues las decisiones que adoptase el juez de tutela se tornarían 

inocuas”.  

 

DERECHO AL HABEAS DATA / BUEN NOMBRE / DEBIDO PROCESO 

 

Ahora bien  frente a los derechos al debido proceso, buen nombre y al habeas 

data y demás derechos invocados por RAQUEL PRADA PIMIENTO, el despacho 

debe sopesar de acuerdo a las pruebas allegadas por las partes, si efectivamente 

se debe ordenar la protección del derecho fundamental de HABEAS DATA 

incoado por la señora RAQUEL PRADA PIMIENTO, o en su defecto establecer si la 

entidad  BANCO BBVA cumplió con los lineamientos constitucionales respecto al 

reporte financiero en la central de información DATACREDITO EXPERIAN, y CIFIN- 

TRANSUNION correspondiente a la señora RAQUEL PRADA PIMIENTO. 

 

La Corte Constitucional, siguiendo el lenguaje del numeral 6° del artículo 42 del 

Decreto 2591 de 1991, ha exigido, como requisito indispensable para la 

procedencia de la acción de tutela como mecanismo para la protección del 

derecho fundamental al hábeas data, que el peticionario haya elevado solicitud 

a la entidad correspondiente, para efectos de corregir, aclarar, rectificar o 

actualizar el dato o la información que tiene sobre él.  

 

En el caso bajo examen, las pruebas obrantes en el expediente reflejan que la 

accionante agoto debidamente el requisito atrás reseñado, pues le solicitó a 

 
26 Sentencias T-1272/05, T-071/06, T-096/06, T-306/06 y T-696/06, entre otras. 
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Banco BBVA copia de la autorización previa del titular y notificación al último 

domicilio reportado por ella ante la entidad como requisitos para que proceda el 

reporte negativo ante centrales de riesgo data crédito y transunion. 

  

Por consiguiente, se encuentra cumplido el requisito de procedibilidad para 

demandar la protección del derecho fundamental al hábeas data y en 

consecuencia, procederá resolver el problema jurídico planteado. 

 

Ahora bien, para tener claridad en el caso de marras, de los documentos 

aportados, se tiene que la accionante, señora RAQUEL PRADA PIMIENTO, contrajo 

obligaciones con el Banco BBVA y lo autorizó para realizar reportes de 

información ante centrales, evidenciándose que la entidad cumplió con la 

notificación previa al reporte sobre el impago de las cuotas de la obligación, 

argumentando que el reporte lo realizó con base a la situación real de 

endeudamiento que presenta la accionante. 

 

Así mismo, las entidades vinculadas, DATACREDITO EXPERIAN y EXPERIAN 

COLOMBIA S.A., ratificaron que la señora RAQUEL PRADA PIMIENTO se encuentra 

en la base de datos con obligación adquirida con el  BBVA en estado impaga, 

por lo que no pueden proceder a la eliminación del reporte. 

 

Precisado lo anterior, entrara el despacho a analizar si efectivamente Banco BBVA 

cumplió con los requisitos procedimentales para realizar el reporte, que es 

precisamente lo que se echa de menos por la accionante, pues manifiesta que 

nunca recibió comunicación previa por parte de la entidad en los términos de ley 

1266 de 2008. 

 

Al respecto, se tiene que la Corte Constitucional, al realizar el estudio de 

constitucionalidad el artículo 12 de la citada ley, precisó  que el mismo 

“…establece varios contenidos normativos.  En primer lugar, impone a las fuentes 

el deber de actualizar mensualmente la información al operador, sin perjuicio de 

la aplicación de los demás deberes y obligaciones que le son exigibles en virtud 

de lo previsto en el título III de la norma estatutaria.  En segundo término, fija el 

procedimiento para el reporte de información negativa sobre incumplimiento de 

obligaciones de cualquier naturaleza, que hagan las fuentes a los operadores.  Al 

respecto, indican que esa remisión de información sólo procederá previa 

comunicación a su titular, a fin que éste pueda demostrar o efectuar el pago de 

la obligación, así como controvertir aspectos claves de la misma, como su monto 

y fecha exigibilidad.  En los términos de la norma, este deber de notificación 

podrá cumplirse a través de la inclusión de la comunicación respectiva en los 

extractos periódicos que las fuentes de información envíen a sus clientes. 

 

En tercer lugar, el legislador estatutario prevé una regla supletiva, de acuerdo con 

la cual el reporte podrá efectuarse transcurridos veinte días calendario siguientes 

a la fecha de la comunicación, la cual deberá dirigirse a la última dirección de 

domicilio del afectado, registrado en los archivos de la fuente de información.  

Esta alternativa, empero, opera sin perjuicio que la fuente dé cumplimiento al 

deber de notificar al operador que la información se encuentra en discusión por 

parte del titular o que éste ha presentado solicitud de rectificación o 

actualización, que se encuentre pendiente de resolución. 

 

Respecto al primero de los contenidos normativos propuestos por la norma 

materia de análisis, la Corte advierte que es compatible con la Constitución, en la 

medida en que la implementación de obligaciones dirigidas a mantener 

actualizada la información personal, repercuten favorablemente en la 

satisfacción del principio de veracidad, propio de la administración de datos 

personales. 
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El procedimiento previsto para la inclusión de información financiera negativa, del 

mismo modo, se muestra como una herramienta adecuada para que el titular de 

la información pueda ejercer las competencias de actualización y rectificación 

del dato.  En este caso, la lógica adoptada por el legislador estatutario fue 

establecer una instancia a favor del sujeto concernido, con el fin que 

previamente al envío del reporte pueda, bien pagar la suma adeudada y, en 

consecuencia, enervar la transferencia de la información sobre incumplimiento, o 

poner de presente a la fuente los motivos de la inconformidad respecto de la 

mora, a fin que la incorporación del reporte incluya esos motivos de 

inconformidad. La previsión de trámites de esta naturaleza, que facilitan la 

preservación de la veracidad y actualidad del reporte, no son incompatibles con 

la Constitución…” 

 

En efecto, la entidad accionada Banco BBVA en la respuesta de tutela y del 

derecho de petición elevado por la accionante, adjunto copia del extracto de la 

obligación, donde en la parte inferior se evidencia  el aviso previo al reporte, así 

mismo, que la  notificación  fue entregada a la accionante a la dirección de 

correo electrónico  raprapi81@hotmail.com (folio 11 aportado por el accionante y 

26, 30, 31, 32, 33 y 35  aportados por Banco BBVA, encontrando este despacho 

que se ha cumplido con el requisito de notificación a la accionante previsto en la 

ley 1266 de 2008, artículo 12, pues se evidencia que la comunicación a la 

centrales de riesgo fue enviada  a la dirección electrónica de la accionante, esto 

es raprapi81@hotmail.com, ya que esta dirección fue reseñada  por la 

accionante, en la colilla desprendible, en la solicitud de vinculación y 

contratación de producto, donde señalo que desea recibir su correspondencia 

en el correo electrónico,  establecido por la señora RAQUEL PRADA PIMIENTO, por 

lo que se establece que la señora RAQUEL PRADA PIMIENTO recibió la 

comunicación previa como requisito de procedibilidad que debía cumplir el 

Banco BBVA para realizar el reporte. 

  

Teniendo en cuenta lo anterior, no se colige la vulneración de los derechos al 

debido proceso, buen nombre y al habeas data de la accionante, ya que se 

evidencia dentro de las pruebas aportadas en la acción de tutela, que el BANCO 

BBVA acreditó haber comunicado a la  accionante, señora RAQUEL PRADA 

PIMIENTO, a la dirección electrónica  raprapi81@hotmail.com, previamente a la 

realización del reporte ante las centrales de riesgo, por lo que no le queda a este 

Despacho Judicial más camino que NEGAR el amparo constitucional invocado 

por la señora RAQUEL PRADA PIMIENTO de su derecho constitucional al HABEAS 

DATA. 

 

Finalmente se desvinculará a DATACREDITO EXPERIAN, CIFIN- TRANSUNION y 

SUPERINTENDENCIA FINANCIERA, por no apreciar vulneración alguna a derechos 

fundamentales de su parte. 

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CATORCE PENAL MUNICIPAL CON FUNCIÓN 

DE CONTROL DE GARANTÍAS, administrando justicia en nombre de la República de 

Colombia y por autoridad de la ley,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: DECLARAR que se ha SUPERADO EL HECHO que dio origen a la tutela 

respecto al DERECHO DE PETICION. 

 

SEGUNDO: No Conceder la acción de tutela instaurada por la señora RAQUEL 

PRADA PIMIENTO en contra del Banco BBVA, en relación con los derechos al 

debido proceso, buen nombre y al habeas data, por las razones consignadas en 

la parte motiva de este proveído. 

 

mailto:raprapi81@hotmail.com
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TERCERO: DESVINCULAR de la presente acción a DATACREDITO EXPERIAN, CIFIN- 

TRANSUNION y SUPERINTENDENCIA FINANCIERA, al no encontrar de su parte 

vulneración en los derechos fundamentales del accionante. 

 

CUARTO: Dispóngase la notificación de este fallo a las partes interesadas, en 

forma inmediata y por el medio más expedito, informándosele igualmente que 

cuentan con tres (3) días hábiles para presentar recurso de Impugnación de que 

trata el artículo 31 del decreto 2591 de 1991, y de no ser impugnado envíese a la 

Corte Constitucional para su eventual revisión. 

 

Notifíquese y Cúmplase, 

 

 

 

 

 

ANA J. VILLARREAL GÓMEZ 

JUEZ 

 

 

 

 

 

 


